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PREFACIO

La Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones (RROCM) presenta este informe a los gobiernos miembros de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM), las organizaciones internacionales y otras instituciones, agencias e individuos interesados, en el marco de la iniciativa de Lineamientos Regionales para la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes en Situaciones de Intercepción, Detención, Deportación y Recepción (en adelante Lineamientos). El propósito de este informe regional es desarrollar un consenso entre las organizaciones de la sociedad civil y los gobiernos en torno a la utilidad de los Lineamientos comoun mecanismo para la  protección de la dignidad y la
integridad de una población cada día más diversa y vulnerable.

Con este espíritu de cooperación la Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones solicita a los gobiernos miembros de la Conferencia Regional sobre Migración que consideren el presente informe en su Sexta Reunión Viceministerial Anual, y que adopten las siguientes acciones:

1. Que ratifiquen su interés y apoyo la iniciativa para el desarrollo de Lineamientos, y que

2. Incorporen la iniciativa de los Lineamientos al Plan de Acción de la CRM para el año 2001, mediante:

· Una declaración de intención por parte de los gobiernos miembros de la CRM de que facilitarán el acceso a la información y a otros recursos como sus instalaciones para facilitar el trabajo de investigación apoyado por la RROCM;

· El nombramiento de un comité técnico que trabajará junto con la RROCM en el desarrollo del borrador de Lineamientos; y 

· Su apoyo y participación para la realización de un seminario conjunto para revisar el borrador de Lineamientos y evaluar el trabajo de investigación presentado por la RROCM.

I. INTRODUCCIÓN

A. La Conferencia Regional sobre Migración y la Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones: Desarrollo de un Diálogo

En 1996 los diez gobiernos de Centro y Norte América conformaron la Conferencia Regional sobre Migración, como el primer esfuerzo para desarrollar un mecanismo multilateral para discutir las políticas y prácticas relacionadas con los flujos migratorios. Durante los últimos cinco años la CRM ha consolidado y aumentado su membresía al incluir a la República Dominicana. Se otorgó el estatus de observador a el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Organización Internacional para las Migraciones (OIM). Los Estados que participan como observadores son Argentina, Colombia, Ecuador, Jamaica y Perú.

Paralelamente al desarrollo del foro intergubernamental, las organizaciones de la sociedad civil preocupadas por los derechos humanos de los migrantes y los refugiados conformaron su propia organización regional, la Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones, con miembros de los once países que participan en la CRM. Los miembros de la RROCM son organizaciones de la sociedad civil, organizaciones religiosas, organizaciones de migrantes, académicos y otros sectores de la sociedad civil.

Durante los últimos cinco años, se ha desarrollado una relación de diálogo y cooperación entre la RROCM y la CRM. Los representantes de los gobiernos y de la sociedad civil se reúnen anualmente en las sedes de las reuniones Viceministeriales de la CRM, así mismo se encuentran periódicamente en seminarios conjuntos sobre temas específicos. Los representantes de la RROCM y los funcionarios gubernamentales de cada país también se reúnen con alguna frecuencia.

B. La Iniciativa de los Lineamientos Regionales para la Protección de los Derechos Humanos

En marzo de 2000, durante la V Reunión Viceministerial, la RROCM presentó a los gobiernos de la CRM una propuesta para el desarrollo de un conjunto de “Estándares Mínimos” regionales para la protección de los derechos humanos de los migrantes y refugiados en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción. En general, la iniciativa de la sociedad civil fue acogida de manera positivas por los gobiernos. La RROCM extendió una invitación a los gobiernos para participar en un seminario en noviembre de 2000, con el propósito de discutir ampliamente acerca de la situación de los derechos humanos de los migrantes y los refugiados en la región.

El seminario de noviembre se llevó a cabo en Guatemala y fue patrocinado por la Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones con el apoyo de los gobiernos de Guatemala y los Estados Unidos, así como de The John D. & Catherine T. MacArthur Foundation, The Ford Foundation, y Catholic Relief Services. Alrededor de cincuenta representantes de organizaciones miembros de la RROCM y de los gobiernos de la región asistieron al evento. Con antelación a la reunión, los miembros de la RROCM prepararon informes sobre la situación de los derechos humanos de los migrantes en cada país de la CRM, los cuales fueron distribuidos en formato de borradores a todos los participantes.

Durante la reunión, los gobiernos y los representantes de la RROCM se reunieron en cuatro grupos temáticos de trabajo con el propósito de compartir su conocimiento sobre las condiciones de los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción en la región. En una reunión posterior al seminario, la RROCM decidió modificar el título del proyecto a “Lineamientos” en lugar de “Estándares Mínimos” con el propósito de reflejar mejor la naturaleza del proyecto, así como la diversidad de leyes existentes en la región. Las organizaciones miembros de la RROCM también se comprometieron a realizar el trabajo adicional necesario para la publicación de los informes nacionales una serie mensual in 2001 y 2002.

La información compilada en los informes nacionales los grupos de trabajo durante el seminario de noviembre constituyen las fuentes de este documento, que incorpora también elementos obtenidos de otras fuentes. El propósito del presente documento es avanzar en el entendimiento común entre los gobiernos y la sociedad civil en torno a los procedimientos migratorios en la región, y a la vulnerabilidad de la población migrante con respecto a la violación de sus derechos humanos. El informe examina la situación de los migrantes en la región en el contexto de tratados y convenciones internacionales y regionales, y describe las prácticas y condiciones en Centro y Norte América. 

El informe incluye información en torno a las condiciones en cada país obtenida por las organizaciones miembros de la RROCM y los gobiernos en la región; sin cuya colaboración este informe no hubiera sido posible. La RROCM decidió que no debía hacerse mención específica de gobierno alguno con respecto a una práctica concreta en el informe, en la medida en que no se encuentra disponible información completa en torno a los procedimientos para hacer cumplir la ley en toda la región. La serie de informes nacionales de la RROCM incluirá información adicional con relación a la situación concreta en cada país.

II. Tendencias migratorias en la Región

Al inicio de la creación de la Conferencia Regional sobre Migración el patrón migratorio dominante que preocupaba a sus miembros era del sur al norte. Los gobiernos de Centro América estaban fundamentalmente preocupados con temáticas de “países de origen”, tales como el impacto de las remesas en las comunidades de emigrantes, las causas de la migración y el bienestar de sus compatriotas en los países de tránsito y de destino en el norte.  Los gobiernos de Estados Unidos y de Canadá, en su calidad de “países receptores” estaban básicamente preocupados por el impacto de la migración en sus mercados laborales y en la sociedad como un todo, el control de las fronteras, y otros asuntos relacionados con la admisión y los procedimientos para la expulsión. La excepción la constituían México, un país de emigración, inmigración y trasmigración, en el que el gobierno y los grupos de la sociedad civil debían afrontar todos los aspectos del fenómeno, y Costa Rica, un país primordialmente receptor en Centro América.

Desde 1996 la migración en la región ha evolucionado, en la medida en que los flujos intra regionales y extra regionales han aumentado, debido a la interacción de una compleja variedad de factores que incluyen entre otros: los desastres naturales (particularmente el Huracán Mitch en 1998 y los terremotos en El Salvador en el 2001), la reestructuración de las economías nacionales y regionales, los cambios en los mercados laborales, las devaluaciones de la moneda, los retos de la reintegración de antiguos refugiados y combatientes en la transición post-conflicto, la incapacidad de reactivar las economías y de llevar a cabo las reformas acordadas en los procesos de paz, los avances en la infraestructura de comunicaciones y de transporte en la región, y el desarrollo de redes transnacionales comunitarias y familiares. 

Desde el comienzo de la década de los noventa, un número creciente de migrantes provenientes de Asia, África, el Medio Oriente, Sur América y Europa del Este han entrado a la región. Se les llama migrantes “extra regionales”, muchos de ellos provenientes de países que se encuentran afectados por conflictos internos que generan situaciones de flujo de refugiados, otros provienen de países con una larga tradición de migratoria como China. Otros llegan a la región debido a las crisis económicas en sus países de origen. Las organizaciones civiles han observado que el número de colombianos en la región ha aumentado en la medida en que el conflicto armado interno ha intensificado en dicho país, y han notado un incremento considerable de la migración de nacionales de Ecuador. 

Los gobiernos de los países de Norte América tradicionalmente receptores, en respuesta al incremento en la migración no autorizada, incrementaron el control tanto en sus fronteras, como al interior de sus territorios. Los gobiernos de Centro América comenzaron a preocuparse por la migración no autorizada y su control, en la medida en que aparecían en sus países más y más extranjeros en tránsito o con el propósito de instalarse en su territorio. Varios países de la región impulsaron iniciativas legislativas y prácticas de mayor control, que no se habían visto hasta entonces en la región. En el marco de la CRM, los gobiernos empezaron a discutir posibilidades de cooperación para el retorno de migrantes extra regionales, un asunto que había sido una fuente de tensión en las relaciones bilaterales.

Muchos migrantes extra y intra regionales, requieren de  protección en razón de su calidad de refugiados. En la región, los gobiernos y el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados son responsables de garantizar mecanismos adecuados para la consideración de los casos de las personas que buscan refugio. En el año 2000 el ACNUR presentó “Puntos de Referencia para la Protección de los Refugiados en el Proceso Puebla”, un estudio sobre las legislaciones nacionales y los instrumentos internacionales aplicables, así como los problemas de acceso para las personas que se encuentran en riesgo en la región.

Si bien no hay estadísticas completas, la información disponible indica que la migración afecta las vidas de millones de personas en la región. Los datos relativos de la población extranjera reportados en los censos nacionales revelan que proporciones crecientes de personas originarias de la región han migrado en las últimas dos décadas. Sectores claves de las economías locales y nacionales dependen del trabajo de los migrantes. Recientemente, los gobiernos se han dado cuenta de la importancia de los ingresos provenientes de las remesas enviadas a las comunidades locales y a las economías nacionales. El tráfico y la entrada irregular de personas genera ganancias de  millones de dólares, mientras que los gobiernos gastan millones más en mecanismos de control. Los migrantes y sus defensores están cada vez más presentes en las discusiones de políticas bilaterales y multilaterales.

Las tendencias observadas indican claramente que en el futuro cercano la migración no autorizada en y a través de la región continuará o incluso incrementará. Esta situación requiere de la atención de los gobiernos y la sociedad civil en torno a la protección de  os derechos humanos y a garantizar el bienestar de los migrantes y refugiados. Los instrumentos internacionales y regionales pueden ofrecer un marco para determinar cómo deben los países de la CRM proteger los derechos humanos y la dignidad de estas poblaciones vulnerables y presentar una perspectiva en cuanto a cómo puede expresarse esto en nuevas leyes, políticas, programas y prácticas.

III. El Derecho Internacional en la Protección de los Derechos Humanos

A. Relevancia del Derecho Internacional de los Derechos Humanos a la Situación de los Migrantes

1. Elementos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos

Los instrumentos internacionales de derechos humanos, sean éstos tratados, convenciones, pactos o declaraciones, cumplen la función de establecer los derechos de los individuos y los deberes del Estado para garantizarlos y protegerlos. Los organismos internacionales de protección de los derechos humanos son instancias que observan el cumplimiento de los Estados respecto de sus compromisos internacionales, y pueden examinar casos particulares de violación a estas obligaciones, una vez han sido agotados los recursos internos. 

El desarrollo de los instrumentos internacionales ha contribuido a establecer un catálogo de derechos humanos universales, de los cuales son titulares todos los seres humanos sin distinción alguna. Asimismo, la doctrina y las decisiones de los organismos internacionales han precisado el contenido mínimo de cada derecho, y las obligaciones correlativas de los Estados. 

Finalmente y dependiendo del valor jurídico que se otorga al derecho internacional dentro del ordenamiento interno, el derecho internacional de los derechos humanos puede invocarse y ser aplicado por el sistema jurídico interno en las peticiones, recursos y acciones ante los organismos estatales. 

2. Organismos Internacionales de Protección de los Derechos Humanos

Usualmente, los tratados internacionales de derechos humanos o tratados específicos prevén la creación de organismos responsables de velar por su cumplimiento. En el continente se han desarrollado instrumentos y organismos regionales, a la par del desarrollo de instrumentos y tratados internacionales. 

En términos generales, los organismos internacionales pueden ser de dos clases. Hay organismos de supervisión o monitoreo de tratados que reciben y / o elaboran informes periódicos para evaluar el cumplimiento de los instrumentos internacionales, y formulan recomendaciones. En algunos casos, estos organismos prevén la posibilidad de crear relatores o representantes especiales. Estos pueden observar una situación concreta y elaborar informes; o también pueden cumplir funciones de asesoría y acompañamiento a las autoridades estatales y a las organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil que trabajan por la defensa de los derechos humanos. 

Hay otros organismos cuya naturaleza es jurisdiccional. Estos organismos reciben peticiones individuales respecto de casos concretos de violación a los derechos por parte de un Estado. Si estos organismos encuentran que las violaciones efectivamente ocurrieron, emiten fallos o sentencias asignando responsabilidades y en algunos casos establecen mecanismos de indemnización para las víctimas y sus familiares, y de sanción para las personas e instituciones responsables de violar los derechos humanos. Usualmente estos organismos conocen los casos una vez han sido agotados los recursos judiciales internos.

3. Fuerza Vinculante e Incorporación al Derecho Interno

El ordenamiento jurídico interno de cada Estado establece mecanismos particulares a partir de los cuales los Estados pueden suscribir instrumentos internacionales, y asignar un valor a los mismos dentro del régimen legal nacional.

En general, el poder ejecutivo dirige las relaciones internacionales de un Estado y por ello firma los instrumentos internacionales. Posteriormente, las ramas legislativas y judiciales intervienen para decidir sobre la ratificación de los mismos, momento a partir del cual el Estado se obliga a cumplirlos. En algunos casos, la vigencia de un instrumento queda condicionada a un número mínimo de ratificaciones.

Cada Estado asigna un valor diferente dentro de su sistema jurídico a los tratados internacionales. En algunos países las normas internacionales de derechos humanos tienen rango constitucional. En otros, los tratados son equivalentes a las leyes nacionales. Asimismo, cada Estado determina el valor que otorga a las decisiones de los organismos internacionales en términos de su cumplimiento. Independientemente de las diferencias y particularidades de cada ordenamiento jurídico, el derecho internacional es incorporado al derecho interno de manera que las obligaciones internacionales del Estado se traducen en obligaciones concretas al interior del territorio. 

B. Protección Universal de los Derechos Humanos

El propósito de esta sección es presentar un panorama general del derecho internacional y su aplicabilidad a la protección de las personas que migran en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción. El sistema internacional de derechos humanos recoge en diversos instrumentos aspectos relevantes para la protección de los derechos humanos de los migrantes
. La multiplicidad de normas internacionales junto con la reticencia de algunos Estados a ratificarlos se refleja en la ausencia de un sistema cohesionado. Asimismo la poca utilización y presentación de casos y elaboración de informes sobre este tema en particular, explica el poco desarrollo de la jurisprudencia y la doctrina internacional en relación con los migrantes en las situaciones específicas arriba mencionadas.  

Si bien la migración se encuentra regulada de manera profusa por el derecho interno, el derecho internacional de los derechos humanos, a pesar de que se trata de un fenómeno que implica el cruce de fronteras, ha guardado relativo silencio con relación a algunos grupos de migrantes. Mientras que las personas que buscan asilo en otros países encuentran protección especial en el derecho internacional; los migrantes que no buscan asilo y se encuentran indocumentados enfrentan situaciones diversas. Se observa entonces, la especialización del derecho de los refugiados, en razón del gran volumen de personas y la existencia de organismos especializados de una parte, mientras que se constata un vacío con relación a los migrantes laborales no autorizados o irregulares, pese a tratarse de un fenómeno igualmente masivo. 

La protección internacional de los derechos de las personas que migran por razones económicas, por desastres naturales, huyendo de situaciones de conflicto armado generalizado o simplemente en búsqueda de una vida diferente, no ha tenido un particular desarrollo. Esto se explica en parte por la confianza generalizada en el sistema universal y regional de derechos humanos. Igualmente, la protección de los migrantes que no buscan asilo se ha visto afectada por intereses políticos y económicos, que han impedido que se desarrollen instrumentos normativos concretos para proteger sus derechos humanos, a pesar de su condición de vulnerabilidad. Un ejemplo ilustrativo de esta tensión es que pese a haber sido aprobada en 1990, la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus familiares no está vigente
. 

La protección internacional de los derechos humanos de los migrantes se encuentra tanto en los tratados internacionales de derechos humanos, como en resoluciones, declaraciones y otros instrumentos no vinculantes. Las decisiones de los organismos de monitoreo o supervisión de los tratados, y de organismos regionales han contribuido también a determinar el contenido y alcance de las  obligaciones y derechos recogidos en los instrumentos internacionales. Todo lo anterior se presenta a continuación con el propósito de hacer un esbozo del marco normativo internacional al cual están sujetos los Estados en el tratamiento de los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción.

1. Instrumentos Generales de Derechos Humanos

Los instrumentos generales y básicos de derechos humanos es decir, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales recogen un conjunto de derechos y libertades que los Estados se obligan a garantizar y proteger a toda persona. 

En relación con este informe es importante mencionar los siguientes derechos que se encuentran consagrados en estos tres instrumentos: derecho a la vida, derecho a la integridad personal, libertad personal, derecho a la igualdad, derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, derecho al debido proceso, derecho a la intimidad personal y familiar, libertad de movimiento y residencia, derecho a solicitar asilo, derecho a la nacionalidad, libertad de pensamiento y expresión, libertad de conciencia y de cultos, derecho a la propiedad, derecho al trabajo, derecho a la recreación, derecho a la salud, derecho a la alimentación, derecho a la educación. Asimismo, estos instrumentos recogen la especial protección a la familia, y en particular la especial protección de la mujer durante un tiempo razonable antes y después del parto, así como la especial protección a los niños. 

El contenido y alcance de cada uno de estos derechos se encuentra tanto en el texto mismo de los tres instrumentos mencionados, como en las Decisiones del Comité de Derechos Humanos y en las Observaciones y Conclusiones del Comité del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales. Por otra parte, los organismos de protección regional de los derechos humanos, tales como La Corte Europea de Derechos Humanos, La Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la Comisión Africana de Derechos Humanos, han contribuido a especificar el contenido de las obligaciones estatales en las decisiones de los casos presentados ante éstos. 

2. Instrumentos para Grupos o Categorías Específicas

Con posterioridad al desarrollo de los instrumentos internacionales generales, surgieron tratados, convenciones y declaraciones que se ocupan de grupos específicos. El propósito de estos documentos es detallar los derechos y obligaciones correlativas de los Estados en razón de la condición o característica especial de dicho grupo. 

a. Refugiados y Solicitantes de Asilo

La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados y el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados determinan el contenido de las obligaciones de los Estados para con las personas que se ven forzadas a buscar protección fuera de sus países. La existencia de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados ha contribuido a garantizar la protección efectiva de los refugiados a partir de la aplicación de dichos instrumentos. El ACNUR ha elaborado otros documentos que delimitan las facultades de los Estados y protegen a los solicitantes de asilo o de refugio. 

Adicionalmente, en América Latina se suscribieron instrumentos regionales que contribuyeron a concretar las obligaciones de los Estados en relación a garantizar el derecho de asilo y de proteger a los refugiados. Entre éstos, es importante mencionar las siguientes: la Convención sobre Asilo Diplomático, la Convención sobre Asilo Territorial, la Declaración de Cartagena, y la Declaración de San José sobre Refugiados y Personas Desplazadas. 

b. Mujeres

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer es un instrumento especializado en materia del derecho a la igualdad en relación a la discriminación por razones de sexo. La Convención y las Observaciones y Recomendaciones del Comité de dicha Convención son útiles para determinar mecanismos concretos para garantizar la igualdad de las mujeres. 

c. Niños

La Convención sobre los Derechos del Niño determina la forma en que los Estados deben garantizar la especial protección a la que los niños tiene derecho. Las decisiones del Comité de este tratado contribuyen a concretar esas obligaciones.

d. Trabajadores Migrantes

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) aprobó en 1975 el Convenio 143 sobre los Trabajadores Migrantes. El Convenio hace referencia a la protección de los derechos humanos de los trabajadores migrantes; en concreto, se refiere a la protección de los trabajadores indocumentados y a la no pérdida de la condición de inmigrante documentado a pesar de perder el empleo
. La OIT cuenta con mecanismos de presentación de reclamaciones y quejas mediante los cuales se puede exigir el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los Convenios. 

La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares no diferencia a los trabajadores migratorios a partir de su condición de documentados o indocumentados. Una vez esta Convención esté vigente, las observaciones y conclusiones del Comité allí establecido contribuirán a precisar los deberes de los Estados para con los trabajadores migratorios y sus familias. 

Finalmente, es oportuno mencionar brevemente que la promoción y observancia de los instrumentos arriba mencionados contó con el trabajo del Grupo de Expertos Intergubernamentales sobre los Derechos Humanos de los Migrantes de Naciones Unidas. Actualmente, la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Migrantes, está cumpliendo esas funciones.

3. Instrumentos sobre Violaciones y Fenómenos Específicos

Algunas de las violaciones concretas de los derechos humanos han sido objeto de instrumentos específicos, cuya existencia se explica por condiciones sociales, políticas y económicas concretas. Estos instrumentos, así como los desarrollos posteriores de los organismos de supervisión de los mismos han contribuido a determinar cuáles son las obligaciones de los Estados dirigidas a eliminar estas prácticas. Los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción pueden encontrarse en circunstancias contempladas en estas normas internacionales.

a. Tráfico de Personas

El Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena establece algunos procedimientos dirigidos a proteger a las víctimas de estos delitos. Recientes esfuerzos en el ámbito del derecho internacional en relación con los delitos de tráfico de personas se han orientado a aunar esfuerzos para procesar penalmente a los traficantes y para impedir que se cometa este delito. 

La Convención contra el Crimen Transnacional Organizado, firmada por más de 120 Estados, el 15 de diciembre de 2000, incluye dos protocolos adicionales en materia de tráfico y entrada irregular d emigrantes: el Protocolo para Prevenir, Suprimir y Sancionar el Tráfico de Personas, Especialmente de Mujeres y Niños, y el Protocolo contra el Tráfico de Migrantes por Tierra, Mar y Aire Abiertos.

Si un número suficiente de Estados suscribe los Protocolos, éstos proveerán protección a las víctimas del tráfico y la entrada irregular de imigrantes, particularmente de mujeres y de niños. Se instará a los firmantes a proveer ya sea status migratorio temporal o permanente a las víctimas de tráfico, así como a diseñar servicios para asistirlas. La Convención se dirige a proteger a las víctimas de tráfico y entrada irregular de personas de manera que puedan regresar a sus países de origen de manera segura, en condiciones de trato humanitarias y respetando sus derechos humanos. 

b. Discriminación Racial

La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación Racial es relevante en la medida en que específica las obligaciones del Estado derivadas de prácticas discriminatorias en razón de la raza o condición étnica de una persona. Las Observaciones Generales del Comité de dicha convención son muy útiles en las situaciones objeto de este informe.

c. Tortura

La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes describe las obligaciones estatales para garantizar la integridad personal. Asimismo, las decisiones de casos particulares por el Comité contra la Tortura pueden ser útiles para determinar los límites de la acción de los agentes del Estado y la protección a la que tienen derecho las personas torturadas. 

d. Detención y Prisión

Los organismos internacionales han procurado desarrollar puntualmente los límites entre las potestades de los Estados y los derechos de los individuos en relación a las condiciones de detención o encarcelamiento y del tratamiento de las personas privadas de la libertad. A pesar de que en este aspecto no existe un tratado o convención específica, el derecho internacional es profuso en principios, reglas mínimas y declaraciones que contribuyen a determinar buena parte de estas obligaciones. Los Estados han participado en los foros y organismos en los cuales han sido aprobados estos instrumentos, y en esa medida han dado su consentimiento, por lo cual si bien no son vinculantes, no por ello dejan de tener cierto grado de fuerza normativa. 

Entre otros, es importante mencionar las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, el Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley y los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. Estos instrumentos contribuyen a precisar las condiciones en las cuales una persona puede estar privada de la libertad. Asimismo, estos instrumentos se refieren en particular a los menores de edad privados de su libertad, y a la forma en que deben comportarse los funcionarios estatales responsables de interceptar, custodiar y transportar a las personas detenidas. 

e. Protección Consular

Por último, tratados como la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares son relevantes. La Convención establece entre otras funciones consulares las siguientes: el deber de asistencia a los ciudadanos que lo soliciten expresamente, en concreto en caso de muerte en el extranjero, con relación a la protección de los menores e incapaces, y a la ayuda para obtener representación legal para ejercer y proteger sus derechos en un proceso judicial o administrativo.

C. Protección Regional de los Derechos Humanos

El sistema interamericano de protección de los derechos humanos es bastante similar al sistema internacional en el sentido en que tiene instrumentos generales y particulares. Adicionalmente, la presentación de casos y su aplicación a realidades políticas y jurídicas relativamente similares contribuye a que el sistema interamericano sea un mecanismo más dinámico y presente en la protección de los derechos humanos en la región.

1. Organismos Regionales

Brevemente, el sistema tiene dos organismos, la Comisión y la Corte. La Comisión conoce las peticiones individuales por violación a los derechos humanos, y posteriormente puede decidir presentar el caso ante la Corte. Asimismo, la Comisión Interamericana realiza visitas in loco a los países y elabora informes donde se recogen recomendaciones particulares sobre los aspectos objeto de la visita. La Comisión tiene Relatores Especiales nombrados con la finalidad de observar un fenómeno y de elaborar un informe
. Por último, la Corte puede emitir opiniones consultivas a partir de solicitudes particulares de los Estados y de la Comisión.

2. Instrumentos Regionales

Los instrumentos generales de derechos humanos del sistema son la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana de Derechos Humanos conocida como el “Pacto de San José”. El sistema interamericano también cuenta con instrumentos específicos, son ellos la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Bélem do Pará”, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, y el Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”. 

3. Decisiones Regionales

Las decisiones de la Comisión y de la Corte Interamericana han contribuido a delinear las obligaciones del Estado. Sin embargo, se han presentado pocas peticiones en relación al tema del informe, lo cual explica las pocas decisiones existentes. Concretamente, la Comisión ha conocido casos sobre la repatriación de refugiados
, la expulsión de extranjeros
 y la protección contra la tortura de una persona que va a ser deportada
. La Corte se ha pronunciado en torno a la protección consular de las personas procesadas penal o administrativamente
. Por otra parte, en los informes generales sobre países la Comisión se ha referido a los trabajadores migratorios
, y ahora recientemente aprobó un informe sobre asilo en Canadá
.  

D. Utilidad del Derecho Internacional

El sistema internacional de protección de los derechos humanos es una herramienta que ofrece posibles ámbitos de acción para las organizaciones de la sociedad civil. Los instrumentos existentes, tanto del sistema universal como regional, han hecho referencia a las situaciones de las cuales se ocupa el presente informe. No obstante, la ausencia de una aplicación de manera consistente de las normas pertinentes que se encuentran en numerosos instrumentos internacionales, junto con el hecho de que cada país ha ratificado diferentes instrumentos contribuyen a diluir las obligaciones concretas de los Estados para proteger los derechos humanos de los migrantes de manera integral. La existencia de unos lineamientos generales contribuiría a precisar el contenido de las obligaciones de los Estados para con los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción.

IV. Tendencias Regionales en Materia de Legislación y Políticas y Programas

Los gobiernos nacionales han respondido de diversas maneras frente al creciente volumen y a la complejidad de la migración en y a través de la región. Algunos gobiernos han reformado legislación obsoleta, mientras que otros aún no lo han hecho. Ciertas reformas legislativas han incrementado las oportunidades de obtener un status legal para los migrantes no autorizados, mientras que otras han tenido un efecto negativo considerable en los derechos humanos de los migrantes y refugiados. 

Se han destinado recursos adicionales para controlar las fronteras y desarrollar programas contra las redes de tráfico de personas. Simultáneamente, ha aumentado la conciencia en torno a la necesidad de destinar recursos a las necesidades económicas y sociales de las comunidades de origen de los migrantes. Es precisamente, en este periodo de transición, que los gobiernos y la sociedad civil necesitan estar atentos a la protección de los derechos humanos de las personas más afectadas, es decir, los migrantes.

A. Legislación Nacional: las Oportunidades y las Restricciones Aumentan

1. Reglamentación de la Migración Legal

Si bien todos los países de la región tienen una legislación migratoria, éstas varían en su enfoque y en su complejidad. Los desarrollos legislativos en materia migratoria incluyen mecanismos para que los extranjeros puedan obtener el estatus de residentes legales, generalmente a través de relaciones de consanguinidad o afinidad con un ciudadano o un residente legal. Algunos ordenamientos nacionales también incluyen mecanismos para la obtención de residencia legal con base en un empleo. Sin embargo dichos esquemas generalmente favorecen a los profesionales y técnicos, ofreciendo pocas posibilidades para que los trabajadores menos calificados puedan obtener un estatus legal. Recientemente, las discusiones en la región entre los gobiernos y la sociedad civil se han centrado en la formulación de nuevos programas para trabajadores temporales, para permitir que trabajadores menos calificados tengan la oportunidad de migrar de manera legal por determinado periodo de tiempo.

2. Programas para la Regularización de los Migrantes No Autorizados

Decenas de miles de migrantes en la región viven durante periodos de tiempo prolongados, y carecen de medios para regularizar su estatus. Sin embargo, periódicamente algunos gobiernos han aprobado programas de “amnistías” o de regularización como respuesta a campañas de organizaciones de la sociedad civil. A través de los canales diplomáticos  los gobiernos de los países de origen también han ejercido presión en torno a este asunto sobre los gobiernos de los países en los cuales residen sus compatriotas,. 

Las leyes o programas especiales dirigidos a legalizar el estatus migratorio han mostrado ser mecanismos efectivos para integrar a los migrantes no autorizados, que habían residido durante largos períodos de tiempo, a la economía y la sociedad local. En cumplimiento de una ley de 1996 el gobierno de Estados Unidos legalizó a más de dos millones de migrantes no autorizados, un número elevado provenía de países de la región. Recientemente, el gobierno estadounidense permitió que miles de nicaragüenses obtuvieran su residencia legal permanente, y otorgó a los salvadoreños y guatemaltecos el derecho de solicitar la residencia. Igualmente, en Costa Rica, un programa de amnistía permitió la legalización de más de ciento ochenta mil residentes, buena parte de ellos nicaragüenses. En 1994, Panamá ofreció un programa similar a los residentes colombianos. En 1999, Belice ofreció el estatus de residente permanente a los inmigrantes indocumentados, y miles de personas se acogieron a esta medida. En el año 2000 México puso en marcha un programa que regularizó la estadía de más de seis mil quinientas personas que residían en el país sin autorización. Finalmente, el ordenamiento jurídico de algunos países permite la legalización del estatus migratorio con fundamento en razones humanitarias.

Los programas de amnistía o regularización más exitosos ofrecen la residencia permanente con autorización para trabajar, en contraste con aquellos programas que otorgan un estatus de corto plazo, renovable, que puede restringir las actividades de un migrante. En general, las iniciativas que son más exigentes en términos de la documentación requerida tienen un éxito más limitado. Las discusiones actuales en torno a programas de trabajadores temporales han hecho referencia al concepto de un eventual estatus permanente para sus participantes.

3. Ejecución de la Legislación Contra la Migración No Autorizada

En buena parte de los países de la región los procedimientos administrativos dirigidos a expulsar a las personas, han sido el mecanismo por excelencia para controlar la migración no autorizada. No obstante, durante la última década un número mayor de gobiernos ha optado por acudir a la legislación penal como un mecanismo para enfrentar la migración no autorizada. En algunos países las medidas legislativas recientes han establecido sanciones penales por: la entrada al país sin autorización, la entrada al país subsiguiente a una deportación administrativa, así como la utilización de documentos falsos. Otras iniciativas han ordenado aumentar el control de las fronteras. Ciertos gobiernos también han penalizado la oferta de empleo o la provisión de asistencia a los migrantes no autorizados.  

a. Tipificación Penal de la Entrada No Autorizada 

Actualmente, en muchos países, la entrada irregular al país puede ser penalizada con multas o con prisión. Las conductas tipificadas pueden incluir el cruce de fronteras lejos de los puertos de entrada establecidos, o la entrada con documentos falsos o hurtados. La puesta en práctica de la legislación que penaliza la entrada no autorizada se considera un mecanismo dirigido a desincentivar la inmigración. No obstante, la eficacia de las medidas punitivas dirigidas a persuadir a los migrantes sin autorización a no entrar es cuestionable.  

Es evidente que estas medidas tienen consecuencias dramáticas para los individuos y sus familias. Los migrantes, cuyo único delito puede haber sido cruzar una frontera en búsqueda de alternativas para la sobre vivencia de su familia, pueden terminar en las cárceles durante  periodos prolongados, para luego ser deportados a sus países de origen traumatizados por la experiencia. El encarcelamiento además conlleva la separación de padres e hijos durante largos periodos de tiempo. Al intentar ayudar a la persona detenida, la familia del migrante puede terminar endeudada con el pago de honorarios a los abogados o de sobornos; los costos de las llamadas telefónicas de larga distancia; el pago de la alimentación y los artículos de higiene personal del detenido; y –en algunos casos- el pago de los gastos de viaje cuando se ordena la deportación. Y peor aún, en el caso de las personas que se encuentran huyendo por motivo de persecución, la detención prolongada puede exacerbar el trauma que los llevó a salir de sus países.  

b. Acusación Penal por la Utilización de Documentos Falsos y Robados

En muchos países la utilización de documentos de identidad fraudulentos, apócrifos o robados  con fines migratorios o laborales se encuentra tipificada en la legislación penal, con sanciones que varían desde la imposición de multas hasta el encarcelamiento. Las autoridades han aumentado el número de acusaciones penales por este delito. En los países en los que se sanciona el empleo de migrantes no autorizados, la utilización de documentación fraudulenta, así como las sanciones respectivas contra los trabajadores migratorios también han aumentado. 

c. Mayores Controles en las Fronteras

Durante la década de 1990 la región experimentó un incremento en los controles a lo largo de las zonas limítrofes. Los gobiernos aumentaron los recursos disponibles para el control de las fronteras y los presupuestos asignados a estas tareas de control continúan creciendo. Sin embargo, se han generado interrogantes en torno a si estos esfuerzos han reducido la migración no autorizada, o simplemente han forzado a los migrantes y a sus guías a encontrar nuevas rutas. 

Los científicos sociales han encontrado que mientras que los cruces disminuyen en un área determinada de una frontera debido a la instrumentación de nuevas medidas de seguridad, los cruces aumentan en otros sectores de la misma zona limítrofe. La práctica de “sellar” áreas tradicionales para el cruce de personas, lleva a éstas a buscar lugares alternativos que resultan más peligrosos, tales como desiertos, ríos, cadenas montañosas, selvas, ferrocarriles y el mar abierto. Como resultado de lo anterior, el número de muertes por ahogamiento, deshidratación e hipotermia continúa aumentando cada año. Un gran número de las personas que han muerto no son encontradas o identificadas.

Los investigadores y los gobiernos también han observado que las sanciones penales junto con el control de la frontera tienden a interrumpir la “circularidad” tradicional de la migración no autorizada. Una vez se ha cruzado con éxito la frontera, es probable que un migrante no autorizado se quede en el país de destino durante un periodo más largo, en lugar de arriesgarse a volver a casa y tener que cruzar nuevamente esa frontera. Algunos observadores afirman que el aumento en el control fronterizo resulta entonces en un incremento neto en la población no autorizada que se establece en los países de destino. 

B. Incremento en la Conducción Ilícita y el Tráfico de Personas

Durante muchos años la región ha conocido el fenómeno de la conducción ilícita de inmigrantes. La conducción ilícita de inmigrantes es el transporte ilícito de personas a un país extranjero a cambio de una remuneración económica. En la medida en que los controles han incrementado de manera considerable, particularmente en las fronteras, un mayor número de migrantes –incluyendo refugiados y solicitantes de asilo– han tenido que acudir a un guía a quien pagan una suma considerable para que los transporte y puedan cruzar hasta un lugar seguro. 

El tráfico, si bien más abominable y reprobable, se observa con menor frecuencia en la región en términos absolutos. El tráfico, tipificado por los gobiernos como un delito, comprende el reclutamiento forzado e incluso a veces el secuestro de personas, para la prostitución, el servicio doméstico y otras formas de trabajo similares y relacionadas con la esclavitud. 

Los países de la región han aumentado sus esfuerzos contra los guías y traficantes. Sin embargo muy pocos han establecido mecanismos para proteger adecuadamente a los migrantes. Los países sancionan a los delincuentes y a las redes criminales que victimizan a los migrantes en la industria internacional multimillonaria del tráfico sin considerar la protección de las víctimas. Por ejemplo, algunos sistemas legales permiten que los testigos potenciales de situaciones de tráfico sean detenidos, violando de esta manera el derecho de la víctima al debido proceso, y colocándola en la situación en que es castigada dos veces por el mismo hecho. Muy pocos países ofrecen alguna compensación o beneficio a las víctimas de la conducción ilícita o el tráfico, y en lugar de ello las tratan como migrantes indocumentados sujetos a ser deportados. Sin embargo, en algunos países recientemente se aprobaron programas que ofrecen beneficios migratorios limitados a algunas víctimas de tráfico, los cuales se encuentran actualmente en el proceso de instrumentación.

El ACNUR observa que, si bien es probable que los refugiados sean objeto del fenómeno descrito como conducción mas que de tráfico, muchos de ellos también caen en las manos de los traficantes. En algunos casos, el fundamento de la solicitud de asilo es la persecución de la que se es objeto dentro del proceso de tráfico mismo. Los analistas y activistas regionales observan un aumento considerable en la participación de empresas criminales de tráfico en el movimiento de migrantes económicos, en operaciones de tráfico con fines laborales a gran escala, se hacen del conocimiento público de manera cada vez más frecuente.

Los programas de interdicción refuerzan los obstáculos que las personas sujetas a persecución deben sobrepasar para obtener asilo; muchas veces los conductores ilícitos y los traficantes son la única opción que queda a las personas que se encuentran huyendo para salvar sus vidas. La interdicción de migrantes en aguas internacionales puede generar el efecto no deseado de incentivar la demanda de contrabandistas y traficantes de personas.

Los nuevos desarrollos en la región incluyen el aumento en la cooperación entre los países con el propósito de detener el flujo de migrantes a través de acuerdos bilaterales o multilaterales que desconocen los procedimientos de decisiones en materia migratoria en los países receptores. Los acuerdos operacionales y los programas multilaterales mencionados, con frecuencia están dirigidas a migrantes extra regionales quienes pueden requerir protección bajo el derecho internacional de protección a los refugiados y el derecho internacional humanitario, en razón de las circunstancias que motivaron su viaje.

Los protocolos adicionales a la Convención contra el Crimen Trasnacional Organizado, tales como el Protocolo para Prevenir, Suprimir y Sancionar el Tráfico de Personas, Especialmente de Mujeres y Niños, y el Protocolo contra el Tráfico de Migrantes por Tierra, Mar y Aire Abiertos son un desarrollo reciente. Estos protocolos, aunque opcionales para los Estados que suscriban la Convención, están diseñados para sancionar a los traficantes, proteger a las víctimas del tráfico y prevenir este delito. El ACNUR, las organizaciones de la sociedad civil y en particular las organizaciones de derechos humanos insistieron en la inclusión de cláusulas que protegieran a los refugiados y a los solicitantes de asilo que se encuentran atrapados en la red de medidas contra el tráfico.

C. La Protección de los Refugiados Preocupa a los Defensores

Todos los gobiernos de la región son signatarios de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, de Naciones Unidas, o del Protocolo de 1967. Sin embargo, los regímenes para la protección de los refugiados varían en la región. Mientras que en algunos países solamente funcionan de manera ad hoc, en otros se encuentran sujetos a la prioridad que les otorguen los funcionarios dentro de los mecanismos de control.  

Algunos de los gobiernos de la región cuentan con mecanismos muy desarrollados para el otorgamiento de asilo y refugio, incluyendo el derecho a la determinación de la condición por parte de un juez independiente. En otros casos, el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados continúa determinando la elegibilidad en varios países de la región y ofreciendo asistencia técnica a los gobiernos para la elaboración o puesta en práctica de la legislación existente. En algunos países se hacen interpretaciones restringidas de la definición de refugiado en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados las cuales resultan en la negación de protección a personas que se encuentran bajo el riesgo de ser perseguidas.

La legislación en algunos países es ejemplificar con respecto de ciertos elementos del trámite de las solicitudes de asilo y de refugio. En otras casos la legislación carece de mecanismos de procedimiento adecuados para los solicitantes de asilo o de refugio tales como la garantía de contar con representación legal, servicios de traducción apropiados, capacitación adecuada de las personas que toman las decisiones, independencia de las personas que participan en el proceso de decisión, así como la disposición de tiempo suficiente después de haber entrado al país para presentar la solicitud y el derecho a la revisión judicial de las decisiones administrativas. Para los solicitantes de asilo o refugio que se encuentran detenidos la detención en sí misma representa una limitación para presentar sus casos. 

Los defensores de los migrantes se encuentran preocupados porque en algunos países los solicitantes de refugio están siendo rechazados en las fronteras o devueltos a sus países de origen, sin que se lleve a cabo una valoración adecuada de la condición de refugiado por personal capacitado para ello, en violación al principio de non-refoulement de la Convención. Una preocupación adicional se deriva de la práctica de interceptar migrantes en aguas internacionales y desviarlos a un tercer país, o devolverlos a sus países de origen sin una valoración apropiada. El ACNUR presentó en el 2000 un excelente documento titulado “Puntos de Referencia para la Protección de los Refugiados en el Proceso Puebla”, el cual ofrece información importante en torno a las prácticas nacionales y regionales en materia de protección.

IV. Pérfil Regional: los Derechos Humanos se Encuentran en Peligro en Situaciones de Intercepción, Detención, Deportación y Recepción

Con antelación al Seminario sobre Estándares Mínimos para la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes de Noviembre de 2000, la Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones tomó la decisión de abordar esta temática a partir de una división de un procedimiento típico en cuatro etapas: intercepción, detención, deportación y recepción. Durante el seminario los participantes se agruparon en cuatro mesas de trabajo de acuerdo con cada una de las cuatro etapas. Los representantes de los gobiernos y de la sociedad civil abordaron las dificultades en torno a las definiciones de cada concepto e iniciaron la discusión con respecto de un diagnóstico regional sobre las posibles violaciones a los derechos humanos que podrían darse en cada una de las etapas del proceso.

A. Definiciones y Terminología

Si bien reconocieron la amplia variedad de términos tanto legales como locales que se utilizan para describir el proceso migratorio en los once países de la CRM, los participantes de cada grupo de trabajo estuvieron de acuerdo con la necesidad de homologar los términos para cada una de las etapas del proceso en comento. Con el propósito de desarrollar un diagnóstico a nivel regional, los participantes del Seminario adoptaron el siguiente conjunto de términos: 

1. Intercepción

Intercepción hace referencia al encuentro inicial de un migrante con un funcionario responsable de hacer cumplir la ley migratoria, o con cualquier otra autoridad, el cual puede ocurrir por azar o a partir de que se ha expedido una orden para que el migrante comparezca ante una autoridad. Con posterioridad al encuentro inicial, el migrante es dejado en libertad o es detenido. El término en inglés preferido por los participantes es arrest (arresto). Otros términos utilizados en la región son: intercepción (interception), localización (localization), aseguramiento (apprehension), inspección (inspection), y verificación (verification). Los asistentes coincidieron en que el término interdicción (interdiction) se aplica a la intercepción de migrantes en aguas internacionales.

2. Detención

Detención se refiere al aseguramiento de un migrante en un centro de detención del gobierno o subcontratado por el gobierno. Otros términos utilizados para describir esta situación son privación de la libertad (deprivation of liberty), aseguramiento (confinement) y detención (detention). 

3. Deportación

Deportación se refiere a los procedimientos mediante los cuales una persona extranjera es removida o expulsada. Generalmente éstos incluyen la decisión de una autoridad competente con respecto de la nacionalidad del individuo y de su derecho a obtener un estatus legal o el estatus de refugiado en el país en el que se encuentra. Esta categoría incluye la expulsión en o cerca de la frontera, o en el puerto de entrada, así como la remoción de la persona que se encuentra dentro del territorio nacional. Dichos procedimientos pueden incluir la imposición de una prohibición a entrar nuevamente. Otros términos utilizados para referirse a esta situación son remoción (removal), salida voluntaria (voluntary departure), rechazo (rejection), expulsión (expulsion), repatriación (repatriation), devolución y retorno (return).

4. Recepción

Recepción hace referencia al proceso mediante el cual un gobierno recibe al migrante que ha sido deportado o expulsado de otro país. Los procedimientos de recepción pueden tener lugar en un aeropuerto o en una frontera terrestre. El término empleado en inglés es reception. 

B. Intercepción

1. Panorama General

Es difícil estimar el número de migrantes no autorizados que son detenidos cada año en la región, debido a que las bases de datos existentes son inadecuadas o se encuentran incompletas. Se considera que el número de personas es elevado, en la medida en que la información disponible sobre intercepciones en la frontera Estados Unidos – México muestra un total de más de 1.6 millones de arrestos al año. Sin embargo, las estadísticas sobre intercepciones indican el número de arrestos, pero no el número de personas interceptadas, por cuanto muchas son aprehendidas más de una vez.

Algunos gobiernos no mantienen un registro centralizado de las intercepciones de extranjeros, debido a la dispersión que genera la diversidad de instancias involucradas en tareas de control migratorio (policía, ejército, policía migratoria, entre otros). Algunos gobiernos utilizan procedimientos sumarios en sus fronteras o en las interdicciones en aguas internacionales, en los cuales no se realizan registros permanentes. En algunas situaciones los migrantes son interrogados y expulsados inmediatamente al país vecino.

En el Seminario de noviembre el grupo de trabajo sobre intercepción tomó nota de la necesidad de continuar investigando lo relativo a la exclusión o rechazo en los puertos de entrada, una preocupación fundamental acerca de la cual la información disponible es insuficiente.

2. Competencia para Arrestar y Derecho a la Información

Muchos gobiernos cuentan con organismos especializados en materia de vigilancia y control migratorio, lo cual incluye cuerpos de agentes con competencia para arrestar a los extranjeros por sospecha de encontrarse en el territorio en violación de la legislación migratoria. En algunos países diversas instancias gubernamentales, tales como funcionarios de aduana, la policía nacional o local y los miembros de las fuerzas armadas, pueden tener competencia para arrestar a personas que se sospecha sean migrantes no autorizados. En otros países, los funcionarios se abrogan esta competencia a pesar de carecer de autorización legal para ello. Con frecuencia los funcionarios con competencia legal o de facto para aprehender a los migrantes no han recibido capacitación en derechos humanos o en derecho migratorio. En algunos casos, se les ha solicitado a individuos que trabajan en empresas del sector privado, tales como empresas de transporte de pasajeros, que participen en el interrogatorio de extranjeros. Lo anterior conduce a la confusión en torno a la competencia, a la potencialidad de cometer errores y a la posibilidad de que los migrantes sean extorsionados por personas que aparentan tener competencia legal sobre asuntos migratorios. 

En gran parte de los países de la región los migrantes arrestados no son informados sobre su derecho a ser representados por un abogado, a comunicarse con las oficinas consulares de su país o con miembros de su familia. La situación de las personas interceptadas en los puertos de entrada es particularmente delicada, debido a que las consecuencias de los procedimientos sumarios pueden ser muy graves; cuando los derechos al acceso a las autoridades consulares o a una defensa legal no se encuentran protegidos. 

Los participantes en el grupo de trabajo sobre intercepción insistieron en que, en la medida de lo posible, los arrestos sean llevados a cabo por autoridades migratorias. Inclusive, las autoridades que llevan a cabo las aprehensiones deben:
· Identificarse con su nombre y el organismo que representan;

· Explicar a la persona las razones por las cuales está siendo detenida para ser interrogada; y

· Explicar a la persona los procedimientos subsiguientes a los cuales estará sujeta.

3. Criterios para la Intercepción

En algunos países las autoridades migratorias reciben capacitación en lo relativo a los criterios para tomar decisiones con respecto de interrogar e interceptar a personas que se sospecha son migrantes no autorizados. En gran parte de los países de la región, las autoridades no han establecido criterios definidos. En muchas situaciones las autoridades utilizan criterios relacionados con la raza, factores étnicos, el vestuario, el lenguaje, el acento e incluso los olores corporales para decidir si privan de la libertad o no a un potencial migrante no autorizado. La utilización de criterios con altos componentes subjetivos puede conducir a la discriminación y a la extorsión, y en algunos casos ha resultado en intercepciones ilegales de ciudadanos. Dichas prácticas pueden violar garantías constitucionales contra la discriminación.

El grupo de trabajo sobre intercepción recomendó que las autoridades migratorias y los funcionarios que colaboran con ellos:

· Definan los criterios necesarios para interceptar (arrestar) a una persona, con respecto de la decisión de solicitarle que detenga su camino e interrogarle, y en relación con la decisión de detenerla;

· Identifiquen a las personas con necesidades especiales, incluyendo a niños, mujeres embarazadas, personas minusválidas, tercera edad o personas que sufren enfermedades, tan pronto como sea posible durante cualquier comunicación con las autoridades;

· Apliquen la presunción de “buena fe” con respecto del documento de identidad de los migrantes; y

· Fomenten la comunicación con la persona migrante en torno a si se encuentra acompañado por miembros de su familia o si ha sufrido alguna violación a sus derechos, o ha sido víctima de cualquier abuso.

C. Detención

1. Panorama General

En todos los países de la CRM los migrantes son detenidos en diferentes tipos de establecimientos, incluyendo centros de detención, oficinas de migración, hoteles, estadios, cárceles municipales y de los condados, prisiones estatales y nacionales. En estos últimos, los migrantes pueden ser detenidos juntos con personas que están siendo investigadas o se encuentran condenadas por delitos penales. Solamente existen centros especializados para la detención de inmigrantes en cinco de los países de la CRM. Gran parte de los centros de detención no cumplen con las normas internacionales, se encuentran en condiciones de hacinamiento y carecen de recursos para proveer servicios esenciales a los detenidos. El acceso a la representación legal se ve afectado por el hecho de que muchos de los centros de detención se encuentran localizados en áreas remotas, separados por largas distancias de las organizaciones que proporcionan asistencia legal.

El grupo de trabajo sobre detención del Seminario de noviembre, revisó la situación de los migrantes que son puestos bajo la custodia de las autoridades migratorias con posterioridad a un encuentro inicial. El grupo de trabajo consideró que este tema incluía varios subtemas, tales como: criterios para la detención, alternativas a la detención, duración de la detención, y todas las condiciones de la custodia –incluyendo condiciones físicas de los centros de detención, así como acceso a la familia, abogados, funcionarios consulares, información legal, atención médica–.

Durante el Seminario el grupo de trabajo revisó las “Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos” de Naciones Unidas. En la próxima etapa de esta iniciativa, la RROCM utilizará varios estándares internacionales para desarrollar un protocolo de monitoreo de las condiciones de detención en la región. Estos estándares incluyen, el “Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión”, las Conclusiones del Comité Ejecutivo del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados, y los “Lineamientos sobre Detención de Solicitantes de Asilo”, los “Lineamientos sobre Niños Refugiados”. Los estándares incluyen normas sobre debido proceso y mecanismos de queja; condiciones físicas y necesidades básicas; salud física y mental; comunicación con el mundo exterior; programas para los detenidos que incluyen trabajo, educación, religión; y sistemas de inspección, los cuales pueden servir como herramientas para evaluar las condiciones de detención en la región. 

2. La Decisión de Detener una Persona y Alternativas a la Detención

a. Criterios para la Detención

En muchos países los migrantes no son informados del fundamento legal de su detención, o respecto de cómo y cuándo pueden cumplir las condiciones para ser puestas en libertad. El grupo de trabajo sobre arresto recomendó que las decisiones en torno a la detención deben estar fundadas en criterios claros y uniformes de acuerdo con las normas y reglamentos nacionales.

b. Presunciones en Contra de la Detención

Conscientes de la normatividad internacional en materia de los derechos humanos, el grupo de trabajo sobre arresto se refirió a la situación de grupos de población especiales para los cuales la detención resulta particularmente inadecuada. El grupo de trabajo recomendó que los menores de edad no sean detenidos. Sin embargo, cuando las autoridades determinen que un menor debe ser detenido, éste debe permanecer con los familiares con los que él o ella se encontraba viajando. Si no se encuentra acompañado de sus familiares, el menor debe ser recluido en un lugar apropiado para menores de edad, y en cualquier caso no debe ser detenido con adultos con los cuales no tiene ninguna relación.

El grupo de trabajo también recomendó que los refugiados y los solicitantes de asilo no sean detenidos. En cualquier caso, las autoridades deben asegurarse de que su detención sea por el periodo más corto posible, y que se cumpla lo establecido por el ACNUR en sus interpretaciones lineamientos y las Conclusiones relevantes del Comité Ejecutivo, derivadas de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. 

c. Alternativas a la Detención

En algunos países, los detenidos pueden ser puestos en libertad si pagan una fianza o son entregados a cargo de miembros de su familia, a organizaciones religiosas o de la sociedad civil y a organizaciones internacionales. La libertad provisional se concede al migrante, mientras que éste presenta la solicitud para regularizar su estatus (residencia, refugio o asilo), o mientras que se encuentra pendiente la decisión en torno a su deportación.

La libertad condicional es especialmente importante para los migrantes que se encuentran heridos, para los solicitantes de refugio, para las víctimas de violencia doméstica o sexual, al igual que para los migrantes que tienen cónyuges o hijos que son ciudadanos del país en el cual se encuentran detenidos. 

Sin embargo, generalmente la competencia para otorgar la libertad condicional es ejercida sin lineamientos adecuados, y queda al arbitrio de la discrecionalidad de funcionarios de bajo rango. Igualmente, los requisitos financieros o legales son una carga pesada para las personas u organizaciones que están dispuestas a servir como garantes de los migrantes, lo cual limita las posibilidades de solicitar la libertad condicional. 

d. Duración de la Detención

En toda la región los migrantes se quejan de no ser informados de la posible o potencial duración de la detención, ya sea que se encuentren esperando una decisión en torno a su estatus o a su deportación. Con frecuencia es difícil para las mismas autoridades determinar cuáles serán las fechas en que los migrantes, que se encuentran esperando una decisión administrativa o judicial con respecto a su estatus, serán puestos en libertad. 

Los migrantes que se encuentran en procesos de deportación pueden estar sujetos a periodos indefinidos o prolongados de detención por varias razones. En algunos casos, no existe una autoridad consular que pueda verificar la nacionalidad de los migrantes que carecen de documentos de identidad. En otros casos, los países de origen se rehúsan a admitir a un migrante sujeto a un proceso de deportación bajo el argumento de que esa persona no es nacional de ese Estado. En otras oportunidades, simplemente el Estado no cuenta con los recursos económicos para pagar el transporte del migrante a su país de origen. 

En algunos países de la región aquellos migrantes “no deportables” pueden ser puestos en libertad si la deportación no ha ocurrido y llevan detenidos de tres a seis meses. Sin embargo, en otros casos los migrantes son detenidos de manera indefinida. Algunas personas detenidas por tiempo indefinido han pasado varios años en la cárcel o prisión, lo cual viola las garantías fundamentales de protección a sus derechos humanos.  

Durante el Seminario de noviembre, el grupo de trabajo sobre detención recomendó que las personas no sean detenidas de manera indefinida, o por periodos indebidamente prolongados. El grupo de trabajo sobre detención también recomendó que las condiciones de y la necesidad de la detención sean evaluadas por autoridades competentes de manera periódica a partir de estándares legales.

2. Condiciones en los Centros de Detención

El grupo de trabajo sobre detención insistió en que las condiciones de detención de migrantes sean evaluadas a partir de los instrumentos internacionales y regionales y de la legislación nacional. El desarrollo de lineamientos a partir de dichos estándares asegurará que los centros de detención operen bajo condiciones de seguridad e higiene que garanticen las necesidades humanas básicas y los derechos humanos de los detenidos. Algunos aspectos específicos en torno a la detención se discuten a continuación.

a. Condiciones Específicas en Relación con la Detención de Migrantes

i. Capacitación del Personal

Las organizaciones de migrantes y de la sociedad civil han expresado con frecuencia su preocupación en torno a que el personal que trabaja en los centros de detención de migrantes reciba una capacitación adecuada en materia de derechos humanos y de derechos de los migrantes. La preocupación es mayor en relación con las cárceles, las prisiones y otros centros de reclusión donde los migrantes son detenidos, ya que el personal de dichos establecimientos está capacitado para trabajar con población delincuente, de manera que trata a los migrantes de la misma forma. 

ii. Reglamentos y Disciplina de los Migrantes

Los migrantes detenidos en ocasiones afirman haber sido objeto de extorsión o de medidas disciplinarias por supuestas violación a los reglamentos de conducta del centro de detención. Muchos de los centros de detención carecen de reglas escritas, dejando a los detenidos vulnerables ante el trato arbitrario de los funcionarios. En los casos excepcionales en que existen reglas escritas, éstas rara vez son explicadas a los detenidos.  





iii. Traductores / Intérpretes

En la región se constata la ausencia de traductores e intérpretes competentes, neutrales y sensibles a las diferencias de cada género, particularmente para migrantes que son miembros de comunidades indígenas y migrantes extra regionales. Lo anterior es particularmente cierto cuando a mujeres detenidas, que pueden haber sido objeto de abuso físico en el trascurso del proceso migratorio o en su país de origen, se les asigna un intérprete masculino. 

La ausencia de intérprete puede resultar en la detención prolongada de migrantes debido a errores en la identidad, a la incapacidad de presentar una solicitud de refugio, o a pruebas inadecuadas del estatus migratorio. Los migrantes pueden ser deportados o dejados en libertad sin que hayan entendido completamente cual era su situación.

La ausencia de traductores competentes y neutrales conlleva riesgos específicos para los solicitantes de refugio o de asilo. Es posible que soliciten a los funcionarios consulares que sirvan de intérpretes, procedimiento que puede poner a los refugiados en riesgo. La utilización de personas detenidas como intérpretes puede inhibir a un refugiado de presentar adecuadamente su solicitud. Personas que se ajustan a la definición de refugiados pueden ser deportados por traducciones inadecuadas o inapropiadas que impiden la presentación de sus solicitudes. 

iv. Prácticas Religiosas

Un número reducido de centros de detención en la región tienen la capacidades de hacer ajustes en razón de las restricciones alimenticias o las necesidades de culto de acuerdo con las diferentes prácticas religiosas de la población detenida.

b. Condiciones Físicas

Los informes sobre diferentes partes de la región indican una variedad de problemas en relación con las condiciones físicas de las instalaciones utilizadas para la detención de migrantes.

i. Comida y Agua

En la región, un número indeterminado de cárceles, prisiones y centros de detención carecen de recursos para ofrecer una alimentación adecuada y / o agua potable a los migrantes detenidos. En algunos casos, los migrantes pagan una suma de dinero por su comida y agua. En otras situaciones, el agua y la comida es suministrada de manera ad hoc por organizaciones locales de la sociedad civil. El agua no potable y la alimentación inapropiada ha llegado a provocar enfermedades entre los detenidos.

ii. Camas y Ventilación

Gran parte de los lugares utilizados para detener migrantes carecen de camas adecuadas. Los migrantes pueden verse obligados a dormir sobre pisos de concreto o en otras camas improvisadas. Algunos centros de detención carecen de ventilación adecuada o de calefacción.

iii. Atención Médica

El acceso a la atención médica en los centros de detención no es uniforme. Un gran número de centros ofrece atención médica para emergencias, sin embargo muchos carecen de recursos para proporcionar atención médica rutinaria o preventiva. Los migrantes han reportado casos en los que las autoridades de los centros de detención les negaron el acceso a la atención médica con base en que las solicitudes eran frívolas o tenían como finalidad generar desorden. 

vi. Educación y Trabajo

Las personas detenidas durante periodos prolongados deberían tener el derecho a un trabajo digno y acceso a educación básica. Solamente se reportaron programas institucionales de educación y trabajo en los centros de detención de migrantes en dos países.

c. Asuntos Relacionados con el Acceso y la Información

i. Listas de Registro de las Personas Detenidas

En muchos países de la región, las listas de registro de las personas detenidas no se encuentran centralizadas, dificultando la localización de los detenidos para los familiares, los funcionarios consulares o las organizaciones que proveen asistencia. Las personas detenidas deberían tener la posibilidad de autorizar que sus nombres sean divulgados a las organizaciones que proporcionan asistencia y a sus familiares.

ii. El Derecho a Recibir Visitas

En varios países el derecho de los migrantes detenidos a recibir visitas de sus familiares, de representantes de organizaciones de la sociedad civil, de organizaciones religiosas, de abogados, o de otras partes interesadas, no se encuentra establecido.

iii. Acceso Consular

El acceso de las personas detenidas a los funcionarios consulares de su país de origen es particularmente difícil cuando los centros de detención se encuentran fuera de los grandes centros urbanos. Factores tales como la falta de personal y recursos suficientes para las actividades de protección, la ausencia de infraestructura de comunicaciones y transporte, y el aislamiento en el que se encuentran los centros de detención en áreas alejadas, contribuyen a esta situación. Las autoridades migratorias y el personal responsable de hacer cumplir la ley en los centros de detención con frecuencia incumplen con el deber de notificación consular establecido en la Convención de Viena sobre Protección Consular, y en algunos casos desincentivan o impiden que las personas detenidas se comuniquen con sus representantes consulares.

iv. Comunicación Telefónica

El acceso a teléfonos en los centros de detención varía en la región, e incluso dentro de un mismo país. En algunos lugares de detención los detenidos tienen acceso a teléfonos, pero el hacinamiento, la imposibilidad de conocer los números telefónicos de importancia y las restricciones para realizar las llamadas por cobrar o para su pago limitan el uso de los teléfonos por parte de los detenidos.

v. Adecuación del Espacio para Entrevistas

Los defensores de los migrantes afirman que, en general, los administradores de los centros de detención respetan la confidencialidad en las entrevistas de los detenidos con sus abogados y familiares, con algunas excepciones notables. La mayoría de los gobiernos de la región aseguran que los centros de detención de migrantes cuentan con espacio adecuado para visitas confidenciales por parte de abogados y organizaciones de la sociedad civil. En algunos casos, el espacio para las entrevistas no es adecuado y no ofrece condiciones de privacidad para los detenidos y sus visitas.

d. Mecanismos de Queja

Los defensores de derechos humanos en la región han documentado muchos casos de migrantes víctimas de abusos en los centros de detención. Los casos documentados incluyen abuso físico, y en algunos casos, agresiones sexuales contra mujeres y niños. Gran parte de los gobiernos de la región cuentan con ombudsmen o instancias públicas de defensa de los derechos humanos responsables de recibir las quejas de individuos cuyos derechos humanos hayan sido violados por la acción u omisión del Estado. Sin embargo, debido a múltiples factores tales como recursos limitados y la ausencia de personal entrenado y sensible, la atención a los derechos humanos de la población migrante es con frecuencia marginal en términos de las prioridades de estos organismos. Incluso en situaciones en las cuales una instancia del gobierno tiene como obligación atender posibles violaciones a los derechos humanos de los migrantes detenidos, los problemas de acceso –como se discutió anteriormente– limitan la capacidad de los migrantes para presentar quejas.

D. Deportación

1. Panorama General

Durante el Seminario de noviembre, el grupo de trabajo sobre deportación consideró que el objeto de su discusión incluía todos los procedimientos relativos a la remoción o expulsión de un extranjero. Dos tipos de situaciones se incluyen dentro del mandato de este grupo de trabajo:

· La negativa o el rechazo a entrar, o la exclusión de un extranjero de una frontera o puerto de entrada (incluyendo aeropuertos internacionales), que puede resultar ya sea en que la persona extranjera sea devuelta al país limítrofe o al puerto de embarque, o en que sea regresada a su país de origen. 

· La remoción de una persona extranjera después de que el o ella ha cruzado la frontera o desde el interior del país, con o sin una sanción legal que le impida su regreso en el futuro a dicho país. 

Además, el grupo de trabajo sobre deportación identificó los siguientes asuntos relacionados con las prácticas de deportación en la región que deben ser estudiados: las deportaciones colectivas; la interdicción en aguas internacionales; la protección de las familias separadas por una deportación; los procedimientos para la documentación e identificación de los niños nacidos en los centros de detención; la deportación de migrantes a terceros países; y la evaluación de las normas relativas al debido proceso a lo largo de la región de acuerdo con los estándares internacionales.

2. Condiciones y Preocupaciones en las Fronteras y en los Puertos de Entrada

En lo relativo a las situaciones en las fronteras y en los puertos de entrada, el grupo de trabajo sobre deportación identificó algunos de los problemas que enfrentan los migrantes sujetos a la determinación de inadmisibilidad. Estos problemas son particularmente serios porque de acuerdo con la mayoría de los sistemas jurídicos nacionales se considera que una persona que llega a un puerto de entrada tiene menos derechos que el resto. El grupo de trabajo sobre deportación exhortó a los gobiernos a que establezcan mecanismos para la recolección de información relativa a las prácticas en las puertas de entrada; esa información debe estar disponible al público y se debe permitir el monitoreo de los procedimientos en los puertos de entrada por autoridades consulares y representantes de organizaciones calificadas de la sociedad civil y de aquellas de carácter humanitario.  

Los siguientes son los principales problemas reportados por los extranjeros detenidos en los puertos de entrada.

a. La Falta de Acceso a la Información

En numerosas ocasiones las autoridades migratorias no ofrecen información completa y exacta a los extranjeros que son retenidos para interrogatorio o detenidos en los puertos de entrada con respecto de la legislación que les está siendo aplicada a los procedimientos disponibles para determinar su admisibilidad. El grupo de trabajo expresó su particular preocupación en torno a la aparente ausencia de información en muchos puertos de entrada con respecto del derecho a solicitar asilo político o refugio.

b. Limitaciones al Acceso a las Autoridades Consulares y a Representación Legal

Dentro de varios sistemas jurídicos, el derecho a recibir asesoría legal o al acceso consular a los extranjeros detenidos para ser entrevistados en los puertos de entrada no es claro, no se encuentra formalmente establecido, o es denegado. 

i. Acceso Consular

Los gobiernos, en ejercicio de sus funciones consulares se han quejado acerca de la falta de acceso a los ciudadanos de su país que se encuentran detenidos.

ii. Representación Legal

En muchos países, los abogados y las organizaciones que monitorean los procedimientos de asilo y refugio, así como otros aspectos de derechos humanos, han protestado en razón de la dificultad de comunicación con los extranjeros detenidos, incluso en aquellos casos en los que el abogado u otro representante conoce información con respecto de la llegada y localización del extranjero en cuestión.

c. Obstáculos para el Monitoreo Efectivo de la Protección a los Refugiados

El rechazo generalizado a permitir el acceso a extranjeros detenidos, o a información relativa a la identidad y nacionalidad de los extranjeros expulsados, dificulta la labor de evaluación de las personas que hacen trabajo independiente de monitoreo sobre si los funcionarios de migración están cumpliendo con el mandato de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 en relación con la prohibición de non refoulement. El grupo de trabajo sobre deportación propuso que las autoridades migratorias desarrollen procedimientos para determinar los casos en que un extranjero sujeto a expulsión puede calificar para obtener el estatus de refugiado o asilado, incluyendo cuestionarios y entrevistas, entre otros. 

3. Deportaciones desde el Interior del País

En muchos países de la región, simplemente se informa a un extranjero que él o ella será deportado por no haber podido demostrar que posee un estatus migratorio autorizado. En algunos casos se informa a los detenidos que tienen derecho a un abogado, pero ellos se enfrentan al hecho de que no hay representación legal gratuita, que los abogados que se encuentran disponibles cobran sumas exorbitantes, y que algunos están involucrados en redes de corrupción con los funcionarios gubernamentales. Con frecuencia los extranjeros no tienen derecho a una audiencia, y no se les informa de su derecho a apelar o de la existencia de otros recursos legales. En algunos países no se permite a los migrantes detenidos tener acceso a sus archivos, o se les niegan copias de sus declaraciones o de las decisiones tomadas en relación con su caso.

El grupo de trabajo sobre deportación encontró que los procedimientos para la deportación de extranjeros desde el interior de muchos países carecen de garantías al debido proceso. Con anterioridad a la remoción de un extranjero por la fuerza del territorio de una nación, debe hacerse una consideración justa de sus argumentos para quedarse en el territorio, con fundamento en la legislación nacional e internacional. Los extranjeros sujetos a procedimientos de deportación deben ser informados acerca de sus derechos procedimientales y de fondo en un lenguaje y de forma tal que puede entenderlos. La enumeración de derechos que realizó el grupo de trabajo sobre deportación no deben considerarse como su restringieran derechos más amplios contenidos en la legislación y reglamentación nacional, o en los instrumentos internacionales.

a. Garantías del Debido Proceso 

Durante el proceso de deportación la persona extranjera tiene derecho al debido proceso, un concepto que incluye los elementos que a continuación se relacionan:

· Una audiencia pública justa ante un tribunal independiente e imparcial (administrativa o judicial);

· Traducciones completas y exactas en su idioma de todos los procedimientos, documentos y otros materiales relevantes a su caso;

· Acceso a información exacta en torno a los procedimientos que serán aplicados y acceso a bibliografía jurídica, incluyendo normas, reglamentos, y otros documentos aplicables a la ley y a los procedimientos migratorios;

· Una oportunidad significativa para revisar la evidencia que será presentada en su contra;

· Una oportunidad significativa para presentar argumentos legales, testigos y otras pruebas para sustentar sus argumentos;

· Representación legal, y en el caso de personas extranjeras indigentes, el derecho a ser representadas por un defensor de oficio;

· El ejercicio, a solicitud del extranjero, del derecho de contactar a las autoridades consulares;

· La obtención de una decisión en torno a su caso dentro de un periodo razonable; y

· La apelación de una decisión desfavorable ante una instancia imparcial para su revisión.

b. Las Deportaciones Colectivas

El grupo de trabajo sobre deportación criticó el uso de deportaciones colectivas, en la medida en que los derechos o peticiones individuales son más vulnerables a ser rechazadas en dichas situaciones. Sin embargo, el grupo de trabajo coincidió en que existen problemas en torno a la definición. Se requiere de más información para entender qué debe entenderse por deportación colectiva y para determinar si se trata de una práctica común en la región. 

4. Condiciones de Deportación

Las siguientes prácticas se mencionaron en los informes nacionales presentados durante el Seminario de noviembre, con respecto de la deportación:

· Pago del transporte: en varios países de la región, se solicita a las personas deportadas que paguen su boleto de regreso. Esta práctica puede inducir a la corrupción.

· Deportación un tercer país: en algunos casos, los migrantes sujetos a deportación son enviados a países diferentes a su país de origen. Se requiere de información adicional en relación con esta práctica en la región. 

Después de determinar que un extranjero será deportado, subsisten preocupaciones con respecto de las condiciones de transporte al país de origen. El grupo de trabajo sobre deportación elaboró las siguientes recomendaciones:

· Celeridad:  las deportaciones deben facilitarse tan pronto como sea posible; los migrantes (y cuando sea del caso, las autoridades consulares) deben ser informados de las razones para los retrasos;

· Agrupación por edad, sexo, y relaciones familiares: las personas deben ser separadas por edad y sexo, con la excepción de familias que deben permanecer juntos ;

· Higiene: la limpieza e higiene en los medios de transporte debe garantizarse; 

· Elementos personales: los objetos personales de un migrante, y cualquier salario devengado por un trabajo deberán ser entregados con anterioridad a la deportación;

· Comida y agua: se deberá ofrecer comida y agua potable en intervalos regulares;

· Medidas de seguridad: no deberán utilizarse esposas, cadenas, u otros objetos de restricción física.

E. Recepción

1. Panorama General

Durante el Seminario en noviembre el grupo de trabajo sobre recepción observó que en la medida en que las deportaciones aumentan en la región, los gobiernos y la sociedad civil han tenido que identificar mecanismos para asistir a las personas que regresan. El grupo de trabajo definió la recepción como el proceso mediante el cual un Estado recibe al migrante que ha sido deportado o expulsado – incluso cuando el país que lo recibe no es su país de origen–. La recepción generalmente tiene lugar en aeropuertos o en la frontera. 

La recepción es un paso dentro de un proceso global y complejo que se encuentra conectada con las etapas procedimientales previas, así como subsiguientes al momento del regreso – integración, reinserción, y asimilación a la sociedad de origen. La migración ha sido estigmatizada en algunos países de la región, lo cual ha tenido como resultado que se trate como criminales a los migrantes que son forzados a regresar, dificultando aún más su reinserción. En uno de los países en la región, los migrantes que regresan son multados por haber entrado a otro país sin la documentación en regla. Esta práctica viola los instrumentos internacionales y regionales. Es necesario coordinar los esfuerzos de los consulados, los gobiernos que los reciben y las organizaciones de la sociedad civil para garantizar a los migrantes que regresan un tratamiento justo y digno. 

En tres países de la región existen programas de recepción de migrantes en los aeropuertos internacionales. El propósito de estos programas es ofrecer información y una asistencia económica limitada a los migrantes deportados por avión. Estos programas también sirven como mecanismo para obtener información de los deportados en torno a las condiciones de detención y de deportación en el extranjero. 

2. Ausencia de Programas Coordinados de Recepción

Con unas cuantas excepciones, la ausencia de programas para la recepción o reintegración de los migrantes a su país de origen es prácticamente generalizada. Tal como lo observó el grupo de trabajo sobre recepción, no existe un procedimiento definido para la recepción en muchos países y es posible constatar una escasez general de recursos destinados a la administración o capacitación en esta materia. En algunos casos, ningún funcionario diplomático o consular en el país que deporta o ningún funcionario de migración en el país de origen es notificado de las deportaciones o expulsiones. En algunos casos extremos, las autoridades migratorias del país que realiza la expulsión han dejado en libertad a migrantes en puertos desatendidos, sin haber notificado a las autoridades del país que los recibe. Los gobiernos de los países que expulsan y reciben migrantes deben discutir sobre los mecanismos de coordinación de intercambio de la información y sobre otros aspectos del proceso de recepción con el propósito de evitar que los procedimientos queden a la entera discrecionalidad de las autoridades migratorias locales. 

3. Grupos Poblacionales con Necesidades Especiales

Algunos migrantes que regresan requieren de atención especial, en razón de que las circunstancias particulares que enfrenten hacen de su retorno algo más complicado su regreso para ellos como individuos y para la sociedad que los recibe. El grupo de trabajo sobre recepción observó que es particularmente importante crear mecanismos para coordinar la recepción de menores de edad, de acuerdo con principios acogidos sobre la atención y el bienestar de los menores. 

Otros migrantes que regresan con circunstancias especiales incluyen:

· ex-condenados que con frecuencia son deportados directamente desde la prisión;

· migrantes que se ausentaron por periodos prolongados de sus países de origen y que pueden no tener familiares o nexos comunitarios o, que en algunos casos, han perdido habilidad en el uso de su lengua materna;

· migrantes que sufren de enfermedades crónicas tales como tuberculosis o SIDA; y

· migrantes de la tercera edad o con discapacidad.

También se requiere de procedimientos, donde éstos no existen, para el regreso digno de los cuerpos de los migrantes cuyas familias quieren que sean enterrados en sus países de origen.

4. Recomendaciones para los Lineamientos

Los participantes en el grupo de trabajo sobre recepción recomendaron que los siguientes principios fundamentales sean considerados en la discusión de los lineamientos para la recepción de migrantes.

Todos los migrantes tienen derecho a:

· fundamentalmente, a ser recibidos dignamente;

· a ser tratados con equidad;

· a que se respete la unidad familiar;

· a recibir atención médica;

· a recibir información relativa a la legislación y procedimientos en los países a los cuales han sido regresados; y

· a  recibir tratamiento especial necesario, si pertenecen a un grupo poblacional vulnerable (i.e. niños, mujeres, tercera edad, y personas con discapacidades o enfermedades);

De igual forma, el grupo de trabajo sobre recepción recomendó que:

· Los procedimientos de recepción deben ser positivos, antes que punitivos desde su concepción, y deben servir para motivar a los migrantes a reintegrarse a la sociedad. Es necesario dar seguimiento a la situación de los migrantes, con posterioridad a la recepción.

· Las autoridades deben permitir que investigadores independientes u organizaciones de la sociedad civil recopilen información acerca de los migrantes que regresan. Si el gobierno ha recogido dicha información, debe permitirse, en la medida de lo posible, el acceso a las estadísticas, registro y entrevistas con los migrantes que regresan.

· El migrante que regresa debe recibir una evaluación de su estado de salud.

· Los migrantes no deben estar sujetos a sanciones cuando regresan a sus países de origen.

· Los lineamientos deben instar a la modificación de la legislación nacional que no se encuentra conforme con los estándares internacionales de derechos humanos.  

VI. Mejores Prácticas

La discusión de los procedimientos y prácticas, tanto en el Seminario de noviembre como en la compilación de informes nacionales, ha revelado algunas de las mejores prácticas que pueden servir de modelo para ser adaptadas a las circunstancias locales. Esta lista no pretende ser exhaustiva, ya que puede omitir algunos programas excepcionales. Las mejores prácticas incluyen:

A. Alternativas a la Detención

Se prefieren alternativas diferentes a la detención para los grupos poblacionales con necesidades especiales, particularmente en el caso de las mujeres; menores de edad, especialmente si viajan sin acompañante; personas de la tercera edad; personas discapacitadas o incapaces; homosexuales y las lesbianas; potenciales refugiados o solicitantes de asilo; apátridas; las víctimas de tortura; y las víctimas de tráfico de personas. Otras opciones incluyen la libertad condicional, en la cual el migrante accede a reportarse a las autoridades competentes de manera regular mientras que el procedimiento legal se encuentre en curso, y mediante el pago de una fianza para ser dejado en libertad.

B. Programas para la Regularización del Estatus Migratorio de los Migrantes no Autorizados

Como se discutió a lo largo del informe en repetidas ocasiones, varios países de la región han instrumentado programas o leyes especiales para regularizar el estatus migratorio de residentes no autorización. Dichos programas se conocen como amnistías, legalizaciones o regularizaciones. El estatus migratorio regular permite a los beneficiarios acceder a empleos, a sistemas de tributación, a servicios sociales y a educación. La regularización de los migrantes indocumentados también reduce la corrupción y las prácticas ilegales tales como la venta de documentos falsos, conductas en las que se abusa de las necesidades de los migrantes no autorizados. Adicionalmente, la regularización promueve la unidad familiar.

C. Estándares y Lineamientos de Detención

Algunos gobiernos han expedido estándares nacionales completos en relación con las condiciones que deben observar los centros de detención de migrantes. Dichos estándares promueven el desarrollo y la aplicación de las reglas de los centros de detención y también sirven como punto de referencia para que los defensores de derechos humanos puedan evaluar las condiciones de detención.

D. Las Organizaciones de la Sociedad Civil Proveen Servicios a los Detenidos

Algunos gobiernos permiten que las organizaciones de la sociedad civil ofrezcan a los detenidos actividades educativas, culturales y recreativas. Estos programas y el acceso regular de representantes de las organizaciones de la sociedad civil tienen un impacto positivo en la salud mental de los detenidos y sirven como canales de información de los detenidos con sus familias. El apoyo de los gobiernos a estas actividades demuestra el compromiso de ofrecer condiciones humanas a los migrantes que se encuentran en detención administrativa y que no constituyen ningún riesgo. 

E. Programas para Recibir y Orientar a las Personas que Regresan

Ubicadas en los aeropuertos internacionales, tres gobiernos de la región cuentan con dependencias para la recepción y orientación de los migrantes que regresan. Estos programas proporcionan asistencia inicial para la comunicación del migrante con su familia y el transporte a las comunidades de origen. Los migrantes discapacitados y menores de edad reciben servicios especiales.

F. Comisiones Interagenciales de Migración

Algunos gobiernos han organizado comisiones interagenciales para formular un enfoque integral en relación con el fenómeno migratorio. Estas comisiones pueden manejar legislación migratoria, programas sociales dirigidos a afrontar las causas y los efectos de la migración, y políticas para contribuir a la integración de inmigrantes y de migrantes que regresan. Estas comisiones representan un esfuerzo importante para vincular a los organismos estatales que manejan empleo, salud, educación, cumplimiento de la ley, desarrollo económico y social con funcionarios directamente involucrados en el control y la regularización de la migración.

VII. Conclusiones

El presente informe examina los derechos humanos de los migrantes en el contexto regional e internacional e identifica tendencias generales en torno al respeto y garantía de los derechos humanos de los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción. Las organizaciones de la sociedad civil juegan un papel fundamental como monitores y representantes de casos individuales. Estas organizaciones elaboran informes y presentan casos ante organismos nacionales e internacionales. El trabajo de estas organizaciones, en la representación de individuos que confrontan al Estado, contribuye a fortalecer la aplicación del derecho internacional.

A. Los Lineamientos Regionales Llenarán un Vacío en el Esquema de Protección de Derechos

Varios de los instrumentos y acuerdos internacionales de derechos humanos contienen normas relevantes para la protección de los derechos humanos de los migrantes. Sin embargo, dado el número de instrumentos y el hecho de que no todos los países de América del Norte y América Central han ratificado los mismos instrumentos, su aplicabilidad a nivel regional en materia de derechos de los migrantes es por lo tanto limitada. Adicionalmente, el uso relativamente limitado del sistema interamericano con respecto a este tema, ha resultado en una intervención limitada por parte de la Comisión y la Corte Interamericanas.

Lo anterior demuestra el importante papel que puede desempeñar un documento regional con respecto a este tema. La adopción de los Lineamientos Regionales no está sujeta a los complicados procedimientos dentro del ámbito internacional. Los Lineamientos Regionales llenarían un vacío y contribuirían al desarrollo de un entendimiento común en torno a cómo garantizar los derechos humanos de los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción en América del Norte y América Central.

Los Lineamientos Regionales ofrecen a los Estados, a los funcionarios públicos, a las organizaciones de la sociedad civil, y a los migrantes un documento mediante el cual podrán conocer los límites de sus facultades, el alcance de sus obligaciones y el significado de sus derechos. Los Lineamientos pueden garantizar y proteger de manera eficaz los derechos humanos de los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción.

B. Las Tendencias Regionales Indican la Necesidad de un Nueva Evaluación de las Políticas Nacionales y Regionales

Las tendencias identificadas en el presente informe no se aplican a cada Estado, pero deben reconocerse como tendencias regionales con el propósito de desarrollar políticas dirigidas a garantizar la protección de los derechos humanos de los migrantes. Dado que es probable que continúen los altos niveles de migración no autorizada en y a través de la región representada en la CRM durante la próxima década, se exhorta a los gobiernos de la región a que tomen en consideración los derechos humanos de esta población dentro del diseño de políticas públicas. Por ejemplo, las políticas de desarrollo y las reformas políticas deben maximizar el desarrollo económico sostenible, la distribución del ingreso, y el acceso a la participación política con el propósito de reducir la necesidad de migrar. Todos los gobiernos deben proteger los derechos humanos de los extranjeros en sus territorios, ya sean estos autorizados o no autorizados, de acuerdo con la legislación nacional y los instrumentos internacionales.

Dado que buena parte de los migrantes extra regionales provienen de países que experimentan conflictos políticos y/o violencia, el acceso de estas personas a procedimientos adecuados para determinar su condición de refugiados u otras formas de protección de carácter humanitario conlleva la más alta prioridad. La disponibilidad de estadísticas sobre el número de migrantes extraregionales que son aprehendidos en tránsito o en los países de destino y regresados a sus países de origen sin una valoración adecuada de su condición de refugiados contribuirá al desarrollo de un esquema de protección regional.

Si las políticas regionales continúan incluyendo el fortalecimiento de las capacidades humanas y técnicas para interceptar y deportar migrantes a lo largo de las fronteras de la región, las responsabilidades de los países en la protección de los derechos humanos de los migrantes deben instrumentarse de manera significativa. Por esta razón es particularmente importante que se analicen las políticas, prácticas y condiciones actuales de los migrantes en situaciones de intercepción, detención, deportación y recepción en la región representada en la CRM.

La Conferencia Regional para la Migración en si, y la promoción dentro de dicho foro del diálogo con organizaciones de la sociedad civil representadas en la Red Regional de Organizaciones Civiles para Migración, ha servido como un foro fundamental para la discusión y la coordinación de políticas comparadas y complementarias a nivel nacional y regional. El diálogo entre la CRM y la RROCM puede desempeñar un papel fundamental en la futura coordinación de intercambio de información y en la investigación para establecer prioridades fundamentadas en la región.

ANEXO I: ADOPCION Y RATIFICACION DE LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES MENCIONADOS EN EL DOCUMENTO

Declaración Universal de Derechos Humanos adoptada por la Asamblea General, Resolución 217A (III), U.N. Doc. A/810 (1948). 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PDCP) adoptado en Diciembre 16, 1966, entró en vigor en Marzo 23, 1976.

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PDESC) adoptado en Diciembre 16, 1966, entró en vigor en Enero 3, 1976.

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (CER) adoptada el 28 de julio de 1951, entró en vigor el 22 de abril de 1954.

Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados (PER) aprobado por el Consejo Económico y Social, Resolución 1186 (XLI) de 18 de noviembre de 1966, y por la Asamblea General, Resolución 2198 (XXI), de 16 de diciembre de 1966, entró en vigor el 4 de octubre de 1967.

Convención sobre Asilo Territorial (CAST) adoptada en Caracas, el 28 de marzo de 1954. 

Convención sobre Asilo Diplomático (CASD) adoptada en Caracas, el 28 de marzo de 1954. 

Declaración de Cartagena suscrita en Cartagena, 22 de noviembre de 1984.

Declaración de San Jose sobre Refugiados y Personas Desplazadas, suscrita en San José, 7 de diciembre de 1994
Convenio 143 sobre los Trabajadores Migrantes (C 143) aprobado por la Conferencia Internacional del Trabajo el 24 de Junio de 1975, entró en vigor el 9 de diciembre de 1978. 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), Asamblea General, Resolución 34/180, adoptada el 18 de diciembre de 1979, entró en vigor el 3 de septiembre de 1981.

Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) Asamblea General, Resolución 44/25, adoptada el 20 de noviembre de 1989, entró en vigor el 2 de septiembre de 1990.

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares  (CPDTM) Asamblea General, Resolución 45/158, adoptada el 18 de diciembre de 1990. La Convención no ha entrado aún en vigor.

El Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la
Explotación de la Prostitución Ajena (CRTPEPA) Asamblea General, Resolución 317 (IV), de 2 de diciembre de 1949, entró en vigor el 25 de julio de 1951.

El Protocolo para Prevenir, Suprimir y Sancionar el Tráfico de Personas, especialmente de mujeres y niños, y el Protocolo contra el Tráfico de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, de la Convención contra el Crimen Transnacional Organizados abiertos para firma en Diciembre de 2000. 

La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (CERD) Asamblea General, Resolución 2106 A (XX), adoptada el de 21 de diciembre de 1965, entró en vigor el 4 de enero de 1969.

La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (CAT) Asamblea General, Resolución 39/46 de 10 de diciembre de 1984, entró en vigor el 26 de junio de 1987.

Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977.

Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, Adoptados y proclamados por la Asamblea General en su resolución 45/111, de 14 de diciembre de 1990.

Conjunto de Principios Para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988.

Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, adoptadas por la Asamblea General en su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990.

Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley adoptado por la Asamblea General en su resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979.

Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990.

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares (CVRC) adoptada el 24 de abril de 1963, entró en vigor el 18 de marzo de 1967

Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (DADDH) aprobada en Bogotá en 1948.

Convención Americana de Derechos Humanos “Pacto de San José” aprobada en San José en 1969, entró en vigor en 1978.

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (CIT) adoptada en Cartagena el 9 de diciembre de 1985, entró en vigor el 28 de febrero de 1987.

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Bélem do Pará”  adoptada en Bélem do Pará el 9 de junio de 1994, entró en vigor el 5 de marzo de 1995.

Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (CIDF) adoptado en Bélem do Pará el 9 de junio de 1994, entró en vigor el 29 de marzo de 1996. 

Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” adoptado en San Salvador el 17 de noviembre de 1988, entró en vigor el 16 de noviembre de 1999. 

ANEXO II: RATIFICACIÓN DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES (Día, Mes y Año)



Tratado Internacional
Belicé
Canadá
Costa Rica
El Salvador
Estados Unidos
Guatemala
Honduras
México
Nicaragua
Panamá
República Dominicana

PDCP
10/06/96
19/05/76
29/11/68
30/11/79
08/06/92
06/05/92
25/08/97
23/03/81
12/03/80
08/03/77
04/01/78

PDESC
F 09/2000
19/05/76
29/11/68
30/11/79
F 10/1977
19/05/88
17/02/81
23/03/81
12/03/80
08/03/77
04/01/78

CER
27/06/90
04/06/69
28/03/78
28/04/83
-
22/09/83
23/03/92
7/06/00
28/03/80
02/08/78
04/01/78

PER
27/06/90
04/06/69
28/03/78
28/04/83
01/11/68
22/09/83
23/03/92
7/06/00
28/03/80
02/08/78
04/01/78

C143
-
-
-
-
-
-
-
-
-
-
-

CEDAW
16/05/90
10/12/81
04/04/86
19/08/81
F 17/07/80
12/08/82
03/03/83
23/03/81
27/10/81
29/10/81
02/09/82

CDN
02/05/90
12/12/91
21/08/90
10/07/90
F 16/02/95
06/06/90
10/08/90
21/09/90
05/10/90
12/12/90
11/06/91

CPDTM
-
-
-
-
-
F 07/09/00
-
08/03/99
-
-
-

CRTPEPA
-
-
-
-
-
-
15/06/93
21/02/56
-
-
-

CERD
F 06/09/00
14/10/70
16/01/67
30/11/79
21/10/94
18/01/83
-
20/02/75
15/02/78
16/08/67
25/05/83

CAT
17/03/86
24/06/87
11/11/93
17/06/96
21/10/94
05/01/90
05/12/96
23/01/86
F 15/04/85
24/04/87
F 04/02/85

CVRC
11/30/00
18/07/74
06/06/63

29/12/66
19/06/73
24/04/63

24/11/69
09/02/73
13/02/68
07/10/63

16/06/65
31/10/75
04/12/63

28/08/67
24/04/63

04/03/64

CASD
-
-
24/02/55
28/09/54
-
13/05/83
F 28/03/54
06/02/57
F 28/03/54
19/03/58
14/12/61

CAST
-
-
24/02/55
28/09/54
-
13/05/83
F 28/03/54
03/04/82
F 28/03/54
19/03/58
F 28/03/54

Pacto San José
-
-
08/04/70
23/06/78
-
25/05/78
08/09/77
03/04/82
25/09/79
22/06/78
09/04/78

Prot. Competencia Corte


02/07/80
06/06/95
-
09/03/87
09/09/81
16/12/98
12/02/91
09/05/90
25/03/99

CIT


08/02/00
05/12/94
-
29/01/87
-
22/06/87
-
28/08/91
29/01/87

Conv. de Bélem do Pará


12/07/95
26/01/96
-
04/04/95
12/07/95
12/11/98
12/12/95
12/07/95
07/03/96

CIDF


02/06/96
-
-
25/02/00
-
-
-
28/02/96
-

Prot. San Salvador


16/11/99
06/06/95
-
05/10/00
-
16/04/96
-
18/02/93
-




Incertidumbre, Azar e Inequidad





Informe sobre los Derechos Humanos de los Migrantes en Situaciones de Intercepción, Detención, Deportación Y Recepción en los Países Miembros de la Conferencia 


Regional sobre Migración





Panorama








El presente informe es el producto de las invaluables contribuciones de los miembros de la Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones y de los colegas de los gobiernos de la Conferencia Regional de Migración y de las agencias internacionales que participaron en el seminario de noviembre de 2000 sobre esta iniciativa. El presente informe fue escrito por Gretchen Kuhner (Sin Fronteras, I.A.P., México, D.F.) y Susan Gzesh y Helena Olea (Heartland Alliance for Human Needs & Human Rights, Chicago); con el apoyo y comentarios de los miembros del Comité Editorial de la RROCM: Manuel Angel Castillo (El Colegio de México), Janet Dench (Canadian Council for Refugees), John Frederiksson (Immigration and Refugee Services of America), Margarita Hurtado (Mesa Nacional de Migración de Guatemala), Melanie Nezer (Immigration and Refugee Services of America), Silvia Irene Palma Calderón (Facultad Lationoamericana de Ciencias Sociales), Francisco Rico (Canadian Council for Refugees), Ana Evelia Vela (Programa ACNUR-CARITAS) y Fabienne Venet (Sin Fronteras). El informe fue traducido y editado por Gretchen Kuhner y Liliane Loya (Sin Fronteras),  Helena Olea y Anne Seymour (Heartland Alliance). Anne Seymour y Liliane Loya compilaron el informe del seminario de noviembre de 2000 sobre Estándares Mínimos, en el cual está basado buena parte de este informe. 





La Red Regional de Organizaciones Civiles para las Migraciones quiere expresar su reconocimiento a las fundaciones que a continuación se enumeran por su apoyo continuo a este proyecto: The John D. & Catherine T. MacArthur Foundation, the General Service Foundation, Catholic Relief Services y The Ford Foundation.











� Se anexa un cuadro de todos los instrumentos mencionados, con fechas de adopción y entrada en vigor y países que los han ratificado.


� La Convención ha sido ratificada por 16 Estados, y requiere de 20 ratificaciones para entrar en vigor.


� Esta Convención es relevante en la región, en razón de la importancia de los trabajadores migratorios dentro del total de la población económicamente activa; no obstante ningún país de Norte o Centro América ha ratificado este instrumento.


� Es importante mencionar el Relator sobre Trabajadores Migratorios y sus Familias.


� Organización de Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No.51/96. Caso 10.675 contra Estados Unidos de América, Marzo 13, 1997.


� Organización de Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe No.49/99. Caso 11.610 contra México, Abril 13, 1999.


� Ver Organización de los Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 1997, Washington DC, 1997, Capítulo III.


� Organización de los Estados Americanos, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-16/99, Octubre 1, 1999.


� Organización de los Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana, Washington DC, 1999; Organización de los Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay, Washington DC, 1987.


� Organización de los Estados Americanos, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos de los Solicitantes de Asilo en el Marco del Sistema Canadiense de Determinación de la Condición de Refugiado, Washington DC, 2000.
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